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RESUMEN  GENERAL1

La Ley de Justicia Penal Juvenil responde a los lineamientos del
modelo de responsabilidad por los actos delictivos cometidos por las
personas menores de edad. Se caracteriza por establecer un concep-
to de derecho penal especial y mínimo. Reconoce los principios de le-
galidad y de culpabilidad por el hecho. Incluye garantías procesales.
Admite a la adolescencia como sujetos de derecho, con obligaciones
y responsabilidad y se sustenta en la doctrina de la protección inte-
gral, tanto legal como social, del adolescente.

Teóricamente, el Modelo de Responsabilidad reconoce la existen-
cia de una protección legal especializada para los jóvenes, distinta al
derecho penal de adultos y a la vez los señala como responsables por
actos delictuosos. Limita la intervención de la justicia penal a través
de la existencia de una amplia gama de sanciones de connotación
educativa, reduciéndose al mínimo las penas privativas de libertad.
Podemos distinguir otros dos modelos básicos de justicia juvenil que
varían en cuanto a las modalidades de castigos y sus consecuencias,
o en cuanto a la estructuración del proceso. El Modelo Tutelar inter-
preta que el adolescente es un ser inadaptado, que no tiene respon-
sabilidad penal y que requiere la tutela del Estado para su reinserción
en la sociedad, confundiendo así la función netamente jurisdiccional
del Estado con la función administrativa-asistencialista. Las medidas
son desproporcionadas y no aptas. El Modelo Comunal está enfoca-
do a la protección y rehabilitación de los menores de edad en el me-
dio social sin acudir al proceso judicial, legándole a  comités o con-
sejos de la niñez o de la juventud (conformados por miembros de la
comunidad, sin que necesariamente sean juristas) la toma de decisio-
nes sobre las infracciones que cometan los adolescentes a las nor-
mas legales. 

No se puede hablar en el sistema jurídico costarricense de una ta-
jante separación  entre el derecho penal juvenil y el derecho penal de
adultos. Sin embargo, y dada la materia especial que trata el derecho
penal juvenil, existen diferencias fundamentales entre éste y el dere-
cho penal de adultos básicamente en torno a una mínima intervención
estatal y a un concepto de sanción alternativa y con fin educativo, que

1 Resumen general elaborado a partir de los artículos de los autores de este volumen
por Silvia Frean, asistente de programas de UNICEF, en colaboración con los coordi-
nadores del libro.
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busca sustituir a la prisión como única pena. El derecho penal juvenil
es una especificidad dentro del derecho penal ya que la mayoría de
las disposiciones generales contenidas en el Código Penal son de
aplicación a los menores de edad sometidos a la jurisdicción penal ju-
venil.

La LJPJ está regida por varios principios rectores del ordena-
miento, diferentes a los principios y garantías procesales, pero que no
pueden ser tampoco vistos de forma aislada. La Ley contempla como
primer principio la protección integral del menor de edad, por cuanto
el Estado, con base en las condiciones especiales distintivas en que
se encuentran los menores de edad, está obligado a crear un régimen
diferenciado en su  favor, a fin de defender su dignidad humana. El
principio del interés superior del menor de edad es lograr su reinser-
ción social, lo cual implica establecer las características y necesida-
des propias del menor de edad, con el fin de que tanto los actos pro-
cesales, como la pena se valoren y ajusten a su personalidad, minimi-
zando así los efectos perjudiciales del proceso penal. El respeto a los
derechos del menor, representa la observación de las garantías esen-
ciales y derechos fundamentales, expresadas en las leyes supletorias,
en la Constitución Política y en los Tratados Internacionales. En cuan-
to al principio de formación integral y reinserción del menor de edad
en su familia y la sociedad, se busca la existencia de una vigilancia
constante de las diferentes fases del proceso para evitar la agudiza-
ción de la situación adversa del adolescente y facilitarle una vida fu-
tura sin reincidencia.

La LJPJ asegura el respeto de las garantías procesales básicas,
tanto las correspondientes al procedimiento de adultos, como a
aquellas acuñadas en la condición especial de los menores de edad.
Entre las garantías y derechos fundamentales señalados por la ley es-
tá el derecho a la igualdad y a no ser discriminado, dirigido a la poli-
cía, al Ministerio Público, a los jueces y a los ejecutores de la sanción.
El principio de justicia especializada obliga al Estado a instaurar ins-
tituciones especializadas en adolescentes necesarias en el proceso
penal juvenil y en la ejecución de sanciones. El principio de legalidad
sostiene que no pueden superarse los límites previstos por la ley, por
lo cual los delitos deben estar claramente tipificados y las sanciones
establecidas, para que puedan ser invocadas en contra de un menor
de edad. El principio de lesividad exige para imponerle una sanción a
un menor de edad, la corroboración del daño o del peligro a un bien
tutelado.  Las normas procesales básicas para el juzgamiento de una
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infracción a la ley se resumen en la presunción de inocencia de los
menores de edad hasta que no se les compruebe lo contrario por me-
dios legales; el derecho al debido proceso; y el derecho de abstener-
se de declarar contra sí mismo, ni contra sus parientes cercanos. El
principio de “non bis in idem” garantiza que el menor no será juzga-
do dos veces por el mismo hecho aunque se modifique la calificación
legal o se evoquen nuevas situaciones. Se procederá al empleo del
principio de la ley y la norma más favorable para el menor, de poder
aplicarse dos leyes o normas diferentes para un mismo caso. 

Dos principios fundamentales exclusivos del proceso penal juve-
nil  se encierran en el derecho a la privacidad y el principio de confi-
dencialidad, por medio de los cuales se prohibe divulgar la identidad
de un menor sometido a proceso y serán confidenciales los datos so-
bre los hechos cometidos. Por su parte, el principio de inviolabilidad
de la defensa comprende el derecho a la asistencia de un defensor
desde el inicio de la investigación policial y hasta el cumplimiento de
la sanción y el derecho de ser oído y de presentar y rebatir pruebas
en su defensa. En cuanto a los principios que velan por la correcta im-
posición de las sanciones, están el principio de racionalidad y propor-
cionalidad de la sanción con respecto a la infracción cometida; el
principio de determinación de las sanciones para ser impuestas a un
menor de edad, y el derecho de los menores de edad a ser ubicados
en centros de internamiento especializados y de contar con áreas ex-
clusivas para menores en caso de ser detenidos. 

El ámbito de aplicación de la LJPJ según los sujetos está supedi-
tado a la determinación hecha por la ley de los grupos etarios. Única-
mente se puede aplicar el derecho penal juvenil a los mayores de do-
ce años y menores de dieciocho. En este contexto los menores de
doce años se contemplan como inimputables, es decir,  no les es apli-
cable el derecho penal juvenil. Sin embargo, los menores de doce
años infractores serán atendidos por autoridades administrativas, en
nuestro caso el responsable es el Patronato Nacional de la Infancia
quien dictará las medidas necesarias, con la salvedad de que la im-
posición de  restricciones a la libertad del menor deberá someterse al
juez de ejecución penal juvenil. La LJPJ señala dos grupos etarios: los
mayores de doce años pero menores de quince, y los mayores de
quince años pero menores de dieciocho. Esta distinción legal deter-
mina penas atenuadas por menor grado de culpabilidad según la
edad y el grupo etario en que se encuentren, por lo que a mayor edad,
mayor culpabilidad.
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El principio fundamental en la fijación y ejecución de las sancio-
nes penales juveniles es el educativo, que vela por el interés superior
del niño y la protección integral de éste. El principio de culpabilidad
se convierte en un límite para la fijación de la sanción, es decir, la san-
ción tiene que guardar relación con la gravedad del hecho y con el re-
proche que se le pueda hacer al adolescente al momento de la comi-
sión del ilícito. Se aplica necesariamente el principio de razonabilidad
y pro p o rcionalidad como criterios para la fijación de la pena. La re p ro-
chabilidad del menor se basa asimismo en el grado de madurez y en la
capacidad del menor de comprender las consecuencias de sus actos.

Los objetivos del modelo de Justicia Penal Juvenil busca  reducir
las potestades discrecionales del juez en la imposición de sanciones,
prohibir las sanciones indeterminadas, preferir las sanciones educati-
vas a las privativas de libertad, respetar el principio educativo que de-
be conllevar toda sanción y aplicar las sanciones de confinamiento en
establecimientos penitenciarios como último recurso y por el plazo
más breve posible.

La LJPJ le otorga al juez la posibilidad de escoger ente una am-
plia gama de sanciones que van desde una simple amonestación o
advertencia hasta un internamiento de acuerdo a la gravedad del ilí-
cito. Según el tipo de sanción se pueden clasificar en: sanciones so-
cio-educativas; órdenes de orientación y supervisión; y sanciones pri-
vativas de libertad.

Las sanciones socio-educativas buscan la formación de concien-
cia en los adolescentes. La ley señala como tales: la amonestación y
advertencia que es una sanción de ejecución instantánea a cargo del
Juez Penal Juvenil, quien llama la atención del adolescente sobre la
conducta delictiva realizada; la libertad asistida que le otorga al me-
nor de edad infractor la posibilidad de quedar libre pero sujeto a cum-
plir con programas educativos y recibir orientación y seguimiento por
parte del juzgado y también de especialistas del Programa de Meno-
res de la Dirección General de Adaptación Social; la prestación de
servicios a la comunidad que consiste en la realización de servicios
ala comunidad de forma gratuita en entidades de asistencia públicas
o privadas de acuerdo a las aptitudes del menor; la reparación del da-
ño a la víctima, como resarcimiento por el menoscabo causado por la
comisión de un delito, que consiste en la prestación directa del traba-
jo voluntario del menor; y la sustitución de la reparación por una su-
ma de dinero que provenga del esfuerzo del joven.
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Entre las órdenes de orientación y supervisión, que consisten en
mandatos o prohibiciones impuestas por el juez penal juvenil para re-
gular la conducta del menor de edad, la ley señala las siguientes: ins-
talarse o cambiarse de residencia; abandonar el trato con determina-
das personas; eliminar la visita a determinados lugares; matricularse
en un centro educativo formal o algún otro centro educativo; adquirir
algún trabajo; abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias
alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan
adicción o acostumbramiento; y  ordenar al menor de edad su inter-
namiento o tratamiento ambulatorio en un centro de salud público o
privado para desintoxicarlo o eliminar la adicción.

Las sanciones privativas de libertad ambulatoria establecidas en
la LJPJ preveen tres tipos de internamiento que suponen asimismo
un aumento gradual  de la dureza de la sanción. Se parte del interna-
miento domiciliario que implica el arresto del adolescente en el seno
familiar, sin que esto afecte su trabajo o sus estudios. Se pasa al in-
ternamiento durante el tiempo libre en un centro privativo de libertad.
Finalmente y como medida excepcional y de mayor represión está el
internamiento en centros especializados que supone el encierro total
del adolescente. De incumplirse las sanciones socio-educativas o las
órdenes de orientación y supervisión de forma injustificada por el
adolescente, se posibilita aplicar la sanción de internamiento en cen-
tro especializado.

La LJPJ observa una tendencia hacia la desformalización, evitan-
do la imposición de sanciones por medio de la conciliación, la sus-
pensión del proceso condicionado y la aplicación de criterios de
oportunidad que procura que se archive el asunto.

La aplicación de los criterios de oportunidad supone la posibili-
dad de prescindir del ejercicio de la acción penal en los casos en que
la pena sea innecesaria, tomando como base las excepciones al prin-
cipio de  obligatoriedad de la acción penal pública en el proceso de
menores como el delito de bagatela o de insignificancia social por la
poca extensión de las consecuencias, la exigua participación del ado-
lescente en el hecho delictivo que se determina cuando no hay víncu-
lo de causalidad entre la cooperación brindada y el resultado alcan-
zado por el autor, la mínima culpabilidad del menor que no afecte el
interés público, el caso del informante o colaborador voluntario con
las autoridades, el caso de la pena natural cuando el menor por cau-
sa del ilícito haya sufrido un daño moral o físico grave, y el caso de la

DR © 2008. 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia-https://www.unicef.org/

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx    https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: https://tinyurl.com/yyopgl6c



Resumen General
538

falta de interés en la pena en razón de una pena mayor impuesta con
anterioridad.

La conciliación reúne al imputado y al ofendido para negociar y
convenir en una solución extra judicial satisfactoria para ambas par-
tes. Todas las causas penales juveniles admiten la conciliación entre par-
tes. El juez es el encargado de aprobar los acuerdos y homologarlos. 

Finalmente a través de la suspensión del proceso a prueba que
procede en todas las causas penales juveniles, se reserva la acción
penal por un tiempo definido, no mayor a tres años, suplantándolo
por el cumplimiento de alguna orden de orientación o supervisión es-
tablecidas en la ley. En caso de incumplirse injustificadamente las
condiciones que suspendían el proceso, éste seguiría su curso.

Los avances en la ejecución de la Ley de Justicia Penal Juvenil se
miden a través de los datos estadísticos que nos reflejan el estado en
real de aplicación de la ley en nuestro país. La tendencia hacia la des-
formalización que busca es incipiente, así la solución procesal del cri-
terio de oportunidad reglado que promueve la desjudialización ha si-
do utilizada con regularidad por nuestros tribunales de justicia. De un
total de  8.882 denuncias que ingresaron al Ministerio  Público del  1°
de julio de 1996 al 30 de junio de 1997, se solicitó la aplicación del
criterio de oportunidad en 1.339 casos, que corresponde al 15,1% del
total de denuncias. En menor proporción la suspensión del proceso a
prueba se ha aplicado de una manera relativa. De 8.902 casos resuel-
tos por los juzgados penales juveniles en Costa Rica en el período del
1° de julio de 1996 al 30 de junio de 1997, se acordó la suspensión
del proceso a prueba en 473 casos, que corresponde a un 5,3% del
total de las resoluciones dictadas. El instituto  de la suspensión del
proceso a prueba se ha utilizado en forma cuidadosa, ya que del to-
tal de personas menores que ingresaron a los Juzgados Penales en
todo el país (8683)  solo a 655 jóvenes se les otorgó la suspensión del
proceso a prueba. En los primeros nueve meses de 1999 se autorizó
este instituto a 392 jóvenes de un total de  4950.

Desde el punto de vista estadístico, en los tres primeros años de
vigencia de la Ley Penal Juvenil, el Ministerio Público ha gestionado
la apertura a juicio en un porcentaje aproximado de 36% de los ca-
sos entrados, quedando el restante 64% con soluciones de diversa
índole, tales como la desestimación, el sobreseimiento y criterios de
oportunidad, los cuales ponen de manifiesto que no siempre es nece-
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saria la intervención del poder represivo del Estado. Este tipo de re-
sultados, ponen al descubierto la importancia de la especialidad en la
materia, y de la aplicación práctica de los principios mencionados.

El porcentaje de menores de edad que requirieron asistencia le-
gal pública corresponde  casi la totalidad de los casos.La defensa pú-
blica juvenil ha llegado a asumir más del noventa por ciento (90%) de
las defensas de los adolescentes sometidos al proceso penal juvenil.

En cuanto a los casos atendidos en la vía penal juvenil durante
1997 y 1998 predomina a nivel nacional los hechos delictivos contra
la propiedad, la integridad física contra terceros y las infracciones a la
Ley de Tránsito y se determina que durante 1998, un 61,1%  de los ti-
pos de casos ingresados al sistema son por comisión de delito, el
23,6% son contravenciones. Igualmente en cuanto al sexo de las per-
sonas menores de edad que entran al sistema penal juvenil son en su
mayoría hombres (81,7%) y sólo el 17,4% son mujeres.

Si comparamos el número de asuntos atendidos por la Justicia
Penal Juvenil  (en 1997 un total de 7.264 casos, en 1998, un total de
6.867) con el número de niños y adolescentes (entre 12 y 17 años) que
viven en nuestro país, el cual está estimado que entre 1995 al año
2050 es aproximadamente de 457.352 personas, podemos decir que
aún la delincuencia juvenil en nuestro país no es un problema serio.

La LJPJ resalta la importancia de la diversidad de sanciones y la
utilización con fin último de la sanción de internamiento en un centro
especializado. Las estadísticas respaldan la idea anterior siendo que
del total de sentencias dictadas en el año 1998, la sanción más utili-
zada fue la Libertad Asistida, la que fue impuesta a 71 personas me-
nores (28.9%), seguida por la Amonestación y Advertencia que se im-
puso a 61 acusados (24.8%) y el internamiento en centro especializa-
do que se le impuso a 53 jóvenes (21.5%). Esta situación se mantie-
ne en la actualidad, ya que como ha señalado la Sección de Estadís-
tica del Poder Judicial, durante los primeros nueve meses de 1999 se
han emitido  un total de 8697 resoluciones que afectan a menores. De
los cuales sólo 221 son sentencias condenatorias, o sea un 2.5 % d e l
total de resoluciones, y de esas 221, sólo 44 están con sanción de inter-
namiento en un centro especializado, lo que corresponde a un 0.5%.

De mayo de 1998 a octubre del mismo año en el Juzgado de Eje-
cución Penal de San José, se registró aproximadamente 71 casos in-
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gresados, sobre todo por concepto de revisión de sanción, modifica-
ción de sanción o cese de medidas.

En el Ministerio Público se confirma el dato de que la deserción o
incumplimiento de las sanciones impuestas, sobre todo de aquellas
novedosas alternativas a la privación de libertad, alcanza un prome-
dio cercano al 20%, lo cual significa un resultado bastante positivo.
Este porcentaje de deserción se relaciona con una población de me-
nores de edad sin arraigo domiciliar, deambulantes, con graves pro-
blemas de adicción a drogas, etc.

En la aplicación de sanciones alternativas y menos represivas se
mencionan los problemas que enfrenta la prestación de servicios a la
comunidad como forma de compensar por el daño causado a la so-
ciedad, evidenciando el poco auge en Costa Rica de esta medida que
–según datos oficiales– entre agosto de 1996 y julio de 1998 se ha
aplicado la sanción indicada únicamente en cinco casos, dos de los
cuales relacionados con delitos sexuales y el resto con delitos contra
la propiedad.

Se recopilan las sugerencias, críticas, deficiencias, problemas y
proyeccciones que externaron los autores en cuanto a la puesta en
marcha de la materia penal juvenil. En cuanto a la los medios de des-
formalización, especificamente sobre el criterio de oportunidad regla-
do,  se debería producir como consecuencia de su aplicación, la co-
sa juzgada material, ya que,  por razones de seguridad jurídica no se
justificaría la reapertura de una causa que se haya archivado por es-
tos motivos.

Es evidente la odiosa desigualdad de trato, en que el adulto tiene
ventaja sobre el adolescente: ante la aplicación de una excepción a la
obligatoriedad de la acción penal, aquel obtiene una sentencia de so-
breseimiento definitivo; éste, en cambio,  un simple archivo y la espe-
ra del plazo de prescripción de la acción para verse liberado de la per-
secución penal.

Con el fin de lograr una efectiva desformalización en nuestro sis-
tema penal juvenil, existe una serie de hechos punitivos que no debe-
rían ser derecho penal, pues no tutelan bienes jurídicos fundamenta-
les ni se acercan a los fines asignados al derecho penal. Así, se con-
cluye en la existencia de una inflación penal, perjudicial para el fun-
cionamiento sano de un sistema de justicia penal, y por ello se pro-
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pone la descriminalización de muchas conductas penalmente conmi-
nadas que no protegen bienes jurídicos fundamentales, o que remiten
a conflictos sociales que pueden ser solucionados por otras ramas ju-
rídicas con soluciones no punitivas.

Los mecanismos de control y seguimiento de las medidas alter-
nativas, o no funcionan del todo, o funcionan muy poco.  En general,
se apunta a la escasez de personal y de recursos como la causa fun-
damental de que estos controles no se ejerciten debidamente.

La relevancia que tiene el principio de proporcionalidad en toda la
L.J.P.J. no le da el relieve normativo suficiente como para darle rango
e importancia en el desarrollo del proceso penal juvenil (o en cualquier
otro caso relacionado con los derechos fundamentales), en razón de
lo cual ha de buscarse –ineludiblemente– su derivación constitucio-
nal. Ahora bien, el basamento constitucional del principio de propor-
cionalidad no es en la práctica intrascendente, pues si su naturaleza
se encuentra en la Constitución Política, es claro que la aplicación de
cualquier medida desproporcionada por parte del Estado en detri-
mento de derechos fundamentales torna viable los recursos de ha-
beas corpus o de amparo según sea el caso.

Es importante que estos principios de racionalidad y proporciona-
lidad, tengan vigencia no solo al momento de imposición de la san-
ción, sino durante todo el proceso, es decir la racionalidad y propor-
cionalidad también deberían de aplicarse desde la investigación, y to-
da la intervención jurisdiccional debería estar amparada por estos
principios.

Se mencionan varios problemas que presentan los órganos com-
petentes en materia de justicia penal juvenil en la aplicación de la Ley,
empezando en el plano de la colaboración institucional, en el cual se
ha coordinado con diversas entidades tales como  la Clínica del Ado-
lescente del Hospital Nacional de Niños, con el fin de utilizar el Pro-
grama de Ofensores Juveniles, como respuesta a algunos delitos se-
xuales, organizaciones no gubernamentales que dan tratamiento en el
campo de las drogas (Comunidad Encuentro, Hogares Crea, etc.). Sin
embargo, somos conscientes que este tipo de esfuerzos solo logran
sus objetivos mediante la participación multidisciplinaria. En cuanto a
la participación de la comunidad, organizaciones no gubernamenta-
les y otras instancias de la sociedad civil, se apunta que es muy es-
casa.  Prácticamente, son las instituciones públicas, como los hospi-
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tales, los que brindan apoyo y participan en actividades que integran
a los jóvenes infractores.

Si bien es cierto nuestro país cuenta con el Organismo de Inves-
tigación Judicial, y dentro de este con el Departamento de Investiga-
ciones Criminales, y dependiendo de este la Sección de Menores con
un Jefe y diez investigadores, debemos señalar que la capacitación
que éstos reciben no está encaminada a una especialización en la
materia, sino en la investigación técnica de los delitos. Durante los ca-
si tres años de vigencia de la Ley de Justicia Penal Juvenil, ni la Es-
cuela Judicial, ni la Unidad de Adiestramiento del Organismo de In-
vestigación criminal,  han diseñado cursos, talleres o seminarios para
lograr dicha especialización. Desde la perspectiva de los jueces de
ejecución penal, la intervención del Ministerio Público en esta fase del
proceso no se ha hecho sentir lo suficiente.  Básicamente, perciben
los jueces que los fiscales no responden a las audiencias concedidas.
De igual manera, aunque se reconoce una presencia mayor de la De-
fensa Pública, se resiente todavía las limitaciones de tiempo que tie-
nen estos funcionarios, el carácter de recargo y la falta de especiali-
zación que padece este sector.

La carencia de recursos económicos suficientes causa que el Po-
der Judicial tenga que recargar en alguno o algunos de los jueces de
ejecución del país el trabajo correspondiente al control de la ejecuc i ó n
de sanciones impuestas a menores de edad, tal y como ha sucedido con
los otros órganos jurisdiccionales competentes mencionados por la Ley
de Justicia Penal Juvenil, a saber, los tribunales de juicio (para las apela-
ciones) y de casación (para este recurso extraord i n a r i o ) .

Por otra parte, los encargados de la defensa penal juvenil apun-
tan, mayoritariamente, que el principio de especialidad en la fase de
ejecución opera tan sólo parcialmente, o no en forma completa.  Se
señala que, si bien hay establecimientos especiales donde por lo ge-
neral se recluye a los menores de edad, tal especialidad no funciona
respecto a programas de atención y personal especializado en san-
ciones alternativas.

La mayoría de los defensores públicos consideran que no cuen-
tan con los recursos e implementos suficientes para desarrollar su la-
bor.  En lo fundamental señalan la falta de especialización, porque la
materia penal juvenil se les asigna como recargo; tampoco tienen su-
ficiente apoyo de personal de investigación o de asistencia.
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En su criterio, no existe verdadera coordinación interinstitucional
para el control y seguimiento de las sanciones impuestas en materia
penal juvenil.  Se echa de menos la intervención de instituciones cla-
ves como el Ministerio Público, el Patronato Nacional de la Infancia,
etc.  Se reconoce, sin embargo, que se han estado haciendo esfuer-
zos importantes en los últimos tiempos para lograr ese trabajo de
conjunto.

Otros problemas que la Defensa Pública en materia Penal Juvenil
señala como parte de las dificultades que se aprecian con la puesta
en práctica de la nueva legislación son: confusión de roles entre el Mi-
nisterio de Justicia y el Juez de Ejecución; falta de claridad en los pro-
cesos disciplinarios contra los adolescentes privados de libertad; no
hay unificación de criterios en sede jurisdiccional pues falta la debida
especialización de los jueces, sobre todo en los del Tribunal Superior;
falta de capacitación de todos los operadores del sistema de admi-
nistración de justicia penal juvenil y exceso de trabajo en algunos si-
tios del país. 

Quedan pendientes algunos puntos que implementar en cuanto a
la LJPJ.En una reciente conferencia, se ha pedido atención al hecho
de que el Código Penal y el Código Procesal Penal tienen valor suple-
torio respecto de la Ley de Justicia Penal Juvenil, de manera que hay
una serie de institutos previstos en aquéllos que no están siendo su-
ficientemente utilizados en el procedimiento de ejecución penal juve-
nil.  Tales son los casos del procedimiento de queja (artículos 458 in-
ciso c) con relación al 452 C.P.P.); los papeles activos de la defensa
(artículo 456 C.P.P.) y el Ministerio Público (artículo 457 C.P.P.); modi-
ficación del monto de la pena por aplicación de descuento (artículo 55
del Código Penal); internamiento en centro hospitalario adecuado en
caso de enfermedad (artículo 461 C.P.P.); incidente de ejecución dife-
rida para los casos de mujer embarazada o enfermo grave (artículo
462 C.P.P.); autorización para que el menor pueda ser ubicado en cel-
da de aislamiento (artículo 458, inciso e) C.P.P.); control de funciona-
rios administrativos por parte de jueces de ejecución (artículo 458
C.P.P.); y aplicación del debido proceso en la imposición de medidas
disciplinarias.  

En cuanto al trabajo en beneficio de la comunidad como alterna-
tiva al internamiento, somos del criterio de que existen ciertos puntos
importantes que deberían ser mejorados, dentro de los cuales pode-
mos destacar: debería establecerse claramente el hecho de que la
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aplicación de la sanción del trabajo en beneficio de la comunidad re-
quiere voluntariedad de parte del sentenciado para su real aplicación,
puesto que lo contrario sería admitir como válido la aplicación de los
trabajos forzados, lo cual vulneraría no sólo la naturaleza de la insti-
tución referida, pero también reñiría el respeto a los Derechos Huma-
nos del penado.

Se hace necesaria la implementación de equivalencias para las
eventuales medidas sustitutivas al trabajo en beneficio de la comuni-
dad, cuando por razones no justificadas la sanción impuesta no haya
sido cumplida en su totalidad y se tenga que reconocer las horas la-
boradas, ya sea por días multa o por días de prisión; es decir, a cuán-
to equivale una hora de trabajo en beneficio de la comunidad en térm i-
nos de días multa o de prisión; y viceversa, especialmente si la sanción
ha sido impuesta como subsidiaria a una principal de otra naturaleza.

Es necesario que se disponga claramente la cobertura de seguri-
dad social y protección contra posibles accidentes laborales a favor
del penado, mientras realiza la labor ordenada.

Debería existir un procedimiento reglado para el control de ejecu-
ción de las sanciones impuestas, que disponga a quién toca, con qué
periodicidad y en qué términos, la vigilancia y el control de los traba-
jos en beneficio de la comunidad.  Además, se debe contar con un
procedimiento claro y específico mediante el cual, respetándose el
debido proceso, se le dé la oportunidad –tanto a quien controla la eje-
cución, como a quien realiza la función esperada– de manifestar su
inconformidad con la tarea que se efectúa.  También se debe contar
con un proceso ordenado y prefijado para la obtención de alternati-
vas viables de aplicación de proyectos de trabajos en beneficio de la
comunidad previo a la imposición de la sanción en concreto, puesto
que de esta manera también se podría cumplir con el elemento de volun-
tariedad del sancionado, ya que en abstracto no podría estar de acuerd o
a realizar una labor que no se sabe si quiere o puede desempeñar.

Sería oportuno que la normativa que rige la utilización del trabajo
en beneficio de la comunidad se pronuncie sobre la edad mínima re-
querida en el sentenciado para su participación en este tipo de alter-
nativas a la prisión.

Finalmente es importante recalcar que Costa Rica evidencia un
proceso de reforma legislativa, además del marco de reforma global
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en la que se encuentra la Justicia Penal, en el cual es necesario des-
tacar dos proyectos de ley que se encuentran en la Asamblea Legis-
lativa y forman parte de todo este movimiento de reforma; nos referi-
mos al Proyecto de Reforma del Código Penal y al Proyecto de Eje-
cución de las Sanciones Penales Juveniles.  El primero de estos pro-
yectos también propone una reforma moderna y democrática del Có-
digo Penal.  Una nueva legislación penal resulta desde todo punto de
vista necesaria, ya que el actual Código Penal fue promulgado en
1970 y en 30 años la realidad social y económica del país ha cambia-
do y se ha profundizado el avance y el estudio de las ciencias pena-
les.  En lo que se refiere al Proyecto de ejecución de las sanciones pe-
nales juveniles, es de una importancia fundamental, ya que se busca
una regulación legal de las relaciones entre el sancionado y la admi-
nistración, lo mismo que un respeto de los derechos fundamentales
durante la fase de ejecución y formas de materializar y de cumplir
realmente con los fines educativos establecidos en la sanción penal
juvenil. Sin embargo, el nivel de aceptación e incorporación  de estas
reformas no ha alcanzado una plena vigencia a nivel legislativo, por el
contrario nos encontramos algunos casos en donde pareciera que la
respuesta al delito o la delincuencia es la tradicional reacción de cas-
tigo y penas más severas.
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